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Sentencia del Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea de 12 de diciembre de 
2025 (asunto C-366/24, Amazon EU)

El asunto examina la compatibilidad de la normativa francesa sobre tarifas mínimas 
de entrega a domicilio de libros adquiridos en línea con el Derecho de la Unión Europea. 
El litigio surge a raíz de la impugnación, por parte de Amazon EU, de la orden ministerial 
francesa de 14 de abril de 2023, adoptada con la finalidad de evitar que las grandes plata-
formas digitales neutralizaran el sistema de precio fijo de los libros mediante servicios de 
entrega prácticamente gratuitos.

La cuestión central del litigio radica en la articulación entre las libertades económi-
cas propias del mercado interior y la protección de la diversidad cultural reconocida por 
el Derecho originario de la Unión. Francia defendía que la medida perseguía preservar 
las librerías independientes y garantizar el pluralismo editorial. El Tribunal de Justicia, 
mediante una interpretación literal del artículo 1.4 de la Directiva 2006/123/CE, declara 
que las medidas relativas a la protección de la diversidad cultural quedan excluidas del 
ámbito de aplicación de dicha directiva. Según el Tribunal, el legislador europeo quiso 
preservar un margen de actuación de los Estados miembros en materia cultural, razón 
por la cual la normativa francesa no podía examinarse a la luz de la citada directiva. No 
obstante, el Tribunal precisa que esta exclusión no impide el control de compatibilidad de 
la normativa nacional con el Derecho originario de la Unión, especialmente con las dispo-
siciones relativas a la libre circulación de mercancías.

En definitiva, la sentencia confirma que el comercio electrónico no queda al margen de 
las intervenciones nacionales orientadas a la protección de bienes culturales o constitu-
cionales. Asimismo, el fallo deja abierta la cuestión relativa al examen de proporcionalidad 
de la medida conforme al artículo 34 TFUE.

Sentencia del Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea de 18 de diciembre de 

2025 (asunto C-184/24, Sidi Bouzid)

La presente sentencia analiza la posibilidad de que un Estado miembro retire las 
condiciones materiales de acogida a un solicitante de protección internacional que se 
niega a ser trasladado a otro centro de acogida. El litigio tiene su origen en la decisión 
de las autoridades italianas de retirar toda asistencia de alojamiento y manutención a 
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un solicitante y a su hijo menor tras rechazar reiteradamente un traslado dentro de la 
ciudad de Milán.

El Tribunal recuerda que la Directiva 2013/33 impone a los Estados miembros la obli-
gación de garantizar a los solicitantes de asilo un nivel de vida digno, obligación que 
adquiere especial relevancia cuando concurren personas vulnerables, como menores 
de edad o familias monoparentales. La cuestión principal consistía en determinar si la 
negativa a aceptar un traslado podía equipararse jurídicamente al abandono del lugar de 
residencia asignado, supuesto que permitiría retirar las condiciones materiales de acogida 
conforme al artículo 20.1.a de la Directiva.

El TJUE realiza una interpretación restrictiva de dicho precepto y concluye que el con-
cepto de «abandono» implica que el solicitante desaparezca del sistema de acogida o 
deje de estar localizable para las autoridades competentes. En el caso analizado, el soli-
citante permanecía físicamente en el centro inicialmente asignado y continuaba a dispo-
sición de la Administración, por lo que no podía considerarse que hubiese abandonado el 
lugar de residencia en el sentido previsto por la Directiva.

En consecuencia, el Tribunal declara que el artículo 20.1.a de la Directiva 2013/33 no 
permite retirar totalmente las ayudas materiales de acogida por la mera negativa a acep-
tar un traslado, ya que los supuestos de retirada previstos en la norma europea son tasa-
dos y no pueden ampliarse por analogía. La sentencia subraya, además, que el sistema 
europeo de acogida debe compatibilizar la eficacia administrativa con el respeto de la 
dignidad humana y de los derechos fundamentales reconocidos en la Carta de Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea.

No obstante, el Tribunal reconoce que los Estados miembros conservan facultades 
organizativas para gestionar el sistema de acogida y acordar traslados cuando existan 
razones objetivas vinculadas al funcionamiento de dicho sistema. En definitiva, la reso-
lución limita la posibilidad de exclusión total del sistema de acogida y refuerza la tutela 
de los derechos fundamentales de los solicitantes de protección internacional frente a 
decisiones administrativas desproporcionadas.

Sentencia del Tribunal de Justicia de 
15 de enero de 2026 (asunto C-45/24, 
Verein für Konsumenteninformation)

El presente litigio tiene como objeto el Reglamento 261/2004 y más concretamente la 
interpretación del artículo 8.1 a) del mismo. En este sentido, el fondo del litigio destacaba 
por una disputa en la que, tras la cancelación de un vuelo, el cual fue adquirido mediante 
una agencia de viajes, la aerolínea devolvió a los pasajeros el importe del billete, pero no 
de la comisión cobrada por parte de la agencia de viajes.
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Consecuentemente, se solicitó al Tribunal de Justicia que se pronunciara sobre si 
en la devolución del importe, también era necesario incluir los gastos de comisión 
abonados a la agencia de viajes. En este caso, y tomando como referencia lo que el 
tribunal ya había dictado en el caso Harms (C‑601/17, EU:C:2018:702), se establece 
que, debido a la existencia de un acuerdo previo entre la aerolínea y la agencia de 
viajes, se evidencia que la aerolínea era conocedora del cobro de la comisión por 
parte de la agencia, por lo que se entiende que la cuantía abonada como comisión, 
estaba incluida en el coste total del billete y que por esta razón también era objeto de 
devolución al cliente.

Sentencia del Tribunal de 
Justicia de 5 de febrero de 2026 

(asunto C‑572/23 P, Puigdemont i 
Casamajó y otros/Parlamento)

Las normas que regulan el procedimiento de suspensión de la inmunidad de los 
diputados del Parlamento Europeo —interpretadas a la luz del derecho a una buena 
administración y el deber de imparcialidad contenido en el artículo 41 de la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea— se oponen a la adopción de decisiones 
de suplicatorio cuando el procedimiento de instrucción esté viciado por la falta de neu-
tralidad objetiva del ponente encargado de la comisión.

La controversia tiene su origen en el recurso de casación interpuesto por tres eurodi-
putados catalanes contra la sentencia del Tribunal General que había validado la retirada 
de su inmunidad para que fuesen juzgados en España. El Tribunal de Justicia anula tanto 
la sentencia recurrida como las decisiones parlamentarias al constatar una infracción 
de las garantías procesales, ya que en el fallo se establece que la exigencia de impar-
cialidad impide que el ponente designado para instruir el expediente guarde vínculos 
de afinidad política con las partes del proceso. En este asunto, el ponente pertenecía al 
mismo grupo parlamentario europeo que el partido político VOX, formación que ejercía 
la acusación popular en la causa penal a nivel nacional.

Además, el tribunal destaca como hecho relevante que dicho ponente había organi-
zado un acto político con dirigentes de dicha formación bajo un lema contrario a la posi-
ción de los diputados encausados, lo que reflejaba una toma de postura previa sobre 
el litigio de fondo. Al haberse ignorado estos elementos objetivos que comprometían la 
ecuanimidad de la instrucción, el Tribunal de Justicia determina la invalidez absoluta del 
informe emitido por la comisión, lo que conlleva la nulidad de las decisiones de suspen-
sión de inmunidad aprobadas por el pleno sobre la base de dicho expediente.
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Sentencia del Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea de 10 de 

febrero de 2026 (asunto C-97/23 
P, WhatsApp Ireland Ltd c. Comité 
Europeo de Protección de Datos)

El litigio tiene su origen en una investigación iniciada por la autoridad irlandesa de pro-
tección de datos sobre el cumplimiento, por parte de WhatsApp, de las obligaciones de 
transparencia e información previstas en los artículos 12 a 14 del Reglamento General 
de Protección de Datos (RGPD). Tras las objeciones formuladas por diversas autoridades 
nacionales de control al proyecto de decisión elaborado por Irlanda, el asunto fue some-
tido al Comité Europeo de Protección de Datos (CEPD) conforme al mecanismo de reso-
lución de conflictos del artículo 65 del RGPD.

El Comité adoptó una decisión vinculante en la que concluyó que WhatsApp había 
incumplido diversas obligaciones de transparencia y protección de datos, ampliando 
además el alcance de las infracciones inicialmente apreciadas por la autoridad irlandesa. 
A raíz de dicha decisión, la autoridad irlandesa impuso a WhatsApp medidas correctivas y 
multas administrativas por importe total de 225 millones de euros. Esto llevo a WhatsApp 
a interponer recurso de anulación ante el Tribunal General contra dicha decisión, alegando 
que esta producía efectos jurídicos propios y afectaba directamente a su situación jurí-
dica. Sin embargo, el Tribunal General declaró inadmisible el recurso al considerar que la 
decisión del Comité constituía un acto intermedio dentro de un procedimiento adminis-
trativo más amplio. El núcleo del debate radica en determinar si las decisiones vinculan-
tes del CEPD pueden ser consideradas actos impugnables autónomamente conforme al 
artículo 263 TFUE.

La sentencia destaca que las decisiones del CEPD poseen carácter vinculante para las 
autoridades nacionales. No obstante, también examina si esos efectos jurídicos son sufi-
cientemente autónomos respecto de la decisión nacional; En este contexto, se insiste en 
que el mecanismo de coherencia persigue garantizar una aplicación uniforme del RGPD 
en todos los Estados miembros y evitar interpretaciones divergentes de las normas euro-
peas de protección de datos.

En suma, la resolución delimita el alcance procesal de las decisiones del CEPD y cla-
rifica las vías de control judicial disponibles frente a los actos adoptados en el marco del 
mecanismo europeo de coherencia en materia de protección de datos.
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Sentencia del Tribunal de Justicia de 26 
de febrero de 2026 (asuntos C-367/22 

P y acumulados, Air France y otros)

El objeto del litigio versa acerca de las normas de Derecho de la competencia, recogi-
das en el artículo 101 TFUE, más concretamente en lo que a la fijación de precios respecta. 
Esto se debe a que, en el año 2005, Lufthansa solicita ante la Comisión europea, poder 
beneficiarse del programa de clemencia otorgado a aquellas empresas que, siendo parte 
de un cártel, lo denuncien ante la autoridad de competencia correspondiente, con el fin 
de evitar la imposición de cualquier tipo de sanción económica derivada de dicha práctica.

Lufthansa alegaba que una serie de compañías que se dedicaban al transporte de 
mercancías, habían llegado a un acuerdo entre ellas para imponer un recargo ficticio vin-
culados a gastos de combustible y de seguridad. Entre las aerolíneas afectadas por esta 
práctica se encuentra Air Canada, aerolínea que recurrió el fallo que arremetía contra la 
misma. Más concretamente, la aerolínea se basó en tres argumentos los cuales conside-
raba suficiente para eximirse de cualquier responsabilidad.

En primer lugar, alegaba que la Comisión carecía de competencia respecto a las rutas 
«inbound» hacia la EEE. En este sentido el Tribunal contesta que se utilizó la doctrina de 
los efectos cualificados, permitiendo esta el descubrimiento de prácticas anticompetiti-
vas «por efecto».

Asimismo, Air Canadá consideró que las sanciones no deberían de ser de aplicación 
para la compañía debido a que no operaban rutas de forma interna en el ámbito europeo. 
A esto el Tribunal de Justicia responde argumentando que la aerolínea ha contribuido al 
objeto anticompetitivo, siendo conocedor del mismo y responsable igualmente.

El último de los argumentos expuestos por la aerolínea canadiense fue que se había 
excedido el plazo de prescripción para la Comisión poder ejercitar su facultad de impo-
ner multas. Sin embargo, la compañía no había realizado esta alegación ante el Tribunal 
General. Por esta razón, el Tribunal desestima esta última pretensión alegando que le 
habría correspondido a la aerolínea alegar dicha expiración.
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Sentencia del Tribunal de Justicia de 5 de 
marzo de 2026 (asunto C-458/24, Daraa)

El objeto del caso radica en los efectos derivados de que un Estado se declare no 
competente para conocer de la solicitud de asilo de un refugiado. Más concretamente, 
un refugiado sirio, quien ingresó en la Unión Europea a través de Italia, solicitó asilo una 
vez llegado a Alemania. Este último, rechazó la solicitud de asilo en virtud del Reglamento 
Dublín III, por el cual se establece que será el Estado miembro por el que se ingresó a la 
Unión el encargado de revisar la solicitud de asilo, consecuentemente librando de esta 
responsabilidad a países adicionales por los que el solicitante haya transitado.

Sin embargo, Italia se declaró incompetente para conocer de dicha solicitud, debido a 
que suspendió de manera unilateral la aplicación del Reglamento Dublin III. A raíz de esta 
decisión, los tribunales alemanes solicitaron al Tribunal de Justicia una serie de cuestio-
nes prejudiciales, entre la que destacaba conocer si tras la negativa italiana de revisar la 
solicitud, les corresponde a los tribunales alemanes hacer lo propio.

En este sentido, el Tribunal de Justicia concluye que en ningún caso podrá un Estado 
miembro suspender unilateralmente la aplicación de un Reglamento, si no existen razo-
nes fundadas que motiven esta decisión. En relación con este pronunciamiento, se consi-
dera que el plazo máximo de seis meses del que se dispone para trasladar al solicitante al 
país legítimo, en este caso Italia, no computa ya que la decisión tomada por Italia no está 
justificada, por lo que no surte efectos.

De esta manera, la presente decisión por parte del Tribunal de Justicia es un claro 
ejemplo de la primacía del Derecho de la Unión Europea, y como un Estado miembro no 
puede negarse de forma unilateral a la inaplicación de normas contenidas en un Regla-
mento de cumplimiento obligado para todos los Estados miembros.

115REVISTA DERECHO Y ECONOMÍA DE LA INTEGRACIÓN | N.º 16, junio de 2026
ISSN: 2530-5093

Jurisprudencia



Sentencia del Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea de 12 de marzo 

de 2026 (asunto C-728/23, Reino 
de España c. Stockdale y otros)

El litigio trae causa en el despido de Robert Stockdale, nacional británico que había sido 
contratado durante años por el Representante Especial de la Unión Europea en Bosnia 
y Herzegovina (REUE) mediante sucesivos contratos temporales. El despido se produjo 
como consecuencia de la finalización del período transitorio concedido a los nacionales 
británicos tras la retirada del Reino Unido de la Unión Europea, circunstancia que implicó 
nuevamente la exigencia de los requisitos de nacionalidad previstos para el personal 
internacional del REUE. Frente a dicha decisión, Stockdale interpuso recurso ante el Tribu-
nal General, que admitió sus pretensiones.

La cuestión central de esta resolución reside en la delimitación del ámbito contencioso 
de la función pública europea; en particular respecto del personal vinculado a la Política 
Exterior y de Seguridad Común. La sentencia realiza una interpretación amplia y material 
del artículo 56, párrafo tercero, del Estatuto del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, 
relativo a la legitimación de los Estados miembros para interponer recurso de casación sin 
haber intervenido previamente ante el Tribunal General.

En este contexto, el Tribunal de Justicia declara inadmisible el recurso de casación 
interpuesto por el Reino de España al considerar que el litigio constituye un auténtico 
«litigio entre la Unión y sus agentes», categoría que excluye la legitimación de los Estados 
miembros para recurrir. La sentencia aborda así una cuestión de gran relevancia: la defi-
nición del concepto de litigio entre la Unión y sus agentes. Si bien tradicionalmente este 
tipo de procedimientos se vinculaba a los supuestos previstos en el artículo 270 TFUE, el 
Tribunal considera que también deben incluirse dentro de dicho ámbito aquellas contro-
versias cuyo origen se encuentre en la existencia de una relación laboral entre un agente y 
una entidad de la Unión. Esta interpretación funcional se conecta, además, con la finalidad 
restrictiva de la excepción prevista en el artículo 56 del Estatuto del Tribunal de Justicia.

De este modo, el Tribunal subraya el carácter estrictamente individual de este tipo de 
litigios y rechaza la intervención de los Estados miembros como garantes de la coheren-
cia jurisprudencial en materia de función pública europea.
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Sentencia del Tribunal de Justicia 
(Gran Sala) de 26 de marzo de 2026 
(asuntos acumulados C-696/23 P 

a C-711/23 P, C-35/24 P y C-111/24, 
Pumpyanskiy y otros/Consejo)

Las normas relativas a las medidas restrictivas por acciones que menoscaban o ame-
nazan la integridad territorial, la soberanía y la independencia de Ucrania —ínsitas en la 
Decisión 2014/145/PESC y el Reglamento n.º 269/2014— no se oponen a la inclusión y 
mantenimiento de particulares en las listas de sanciones por el único hecho de ser prin-
cipales empresarios implicados en sectores económicos que proporcionen una fuente 
sustancial de ingresos al Gobierno de la Federación Rusa.

En este marco, la controversia se origina con los recursos de casación interpuestos por 
varios magnates rusos contra las sentencias del Tribunal General que avalaron la congela-
ción de sus fondos y las restricciones de viaje impuestas por el Consejo tras la invasión de 
Ucrania en febrero de 2022. El Tribunal de Justicia desestima íntegramente estos recursos 
y aclara que la norma exige que sean los sectores económicos —y no los empresarios 
individualmente— los que generen ingresos sustanciales para el Estado.

Asimismo, dictamina que el concepto de «influencia» de dichos empresarios debe 
evaluarse objetivamente en función del contexto económico en el que operan, siendo 
irrelevante la existencia de un vínculo directo o de una connivencia con el régimen ruso. 
Así, la sentencia subraya que la importancia de estas personas en sectores lucrativos 
contribuye a mantener la prosperidad económica del país, favoreciendo de este modo la 
financiación indirecta de las actividades bélicas.

Por otra parte, el Tribunal valida la legalidad de los criterios de designación al cons-
tatar que basta con que medie un vínculo objetivo e indirecto con el país sancionado 
para justificar las medidas, descartando que se vulnere el principio de proporcionalidad. 
Por ende, concluye que las restricciones aplicadas resultan idóneas, necesarias y no 
manifiestamente inadecuadas para alcanzar el fin legítimo de aumentar la presión sobre 
Rusia.
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Sentencia del Tribunal de Justicia 
de 21 de abril de 2026 (asunto 

C-155/24, Nederlandse Voedsel- 
en Warenautoriteit y otros)

La sentencia versa acerca de la industria del tabaco y de los métodos establecidos 
por la legislación comunitaria, a la hora de establecer las cantidades máximas de sus-
tancias perjudiciales que dichos productos pueden contener. En este sentido, la Directiva 
2014/40, es la que viene a recoger los niveles máximos de emisión tanto de alquitrán, 
nicotina y monóxido por cada cigarrillo, haciendo referencia a las normas ISO para su 
medición.

El contenido de esta Directiva fue debidamente traspuesto en Países Bajos a través 
del Decreto sobre el Tabaco y los Productos para Fumar, de 14 de octubre de 2015. Sin 
embargo, dicho decreto neerlandés, incluía normas basadas en las denominadas NEN-
ISO, difiriendo de las ISO establecidas a nivel comunitario. Por ello surgió un conflicto 
sobre la interpretación del Derecho, dependiendo de a quién se dirija una norma, distin-
guiéndose por una parte a las empresas, y por otra a los particulares. Esto se debe a que la 
parte demandante en este procedimiento (Fundación para la Prevención del Tabaquismo 
entre la Juventud), alegaba que el método de medición de emisiones siendo utilizado en 
Países Bajos no se ajustaba a las exigencias de la Directiva 2014/40.

Por esta razón, surgió el litigio principal acerca de la interpretación de las disposiciones 
recogidas en la Directiva 2014/40, más concretamente en relación con la oponibilidad de 
las normas publicadas en el Diario Oficial de la Unión Europea. En este sentido, el tribunal 
establece que toda legislación emitida por los órganos de la Unión Europea, también 
publicados en el Diario Oficial de la Unión Europea, deberían de ser cumplidos de forma 
imperativa, trayendo consigo como consecuencia en el caso concreto, que las normas de 
medición aplicables a las sustancias que componen los productos de tabaco son en todo 
caso las estrictamente establecidas en la Directiva 2014/40.
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Sentencia del Tribunal de Justicia 
de 23 de abril de 2026 (asunto 

C-744/24, Bank Polska Kasa Opieki)

Las normas relativas a los contratos de crédito al consumo, en particular las definicio-
nes de «coste total del crédito para el consumidor» e «importe total del crédito» —previs-
tas en el artículo 3 de la Directiva 2008/48/CE— se oponen a la inclusión en los contratos 
de cláusulas que apliquen el tipo de interés deudor no solo sobre el importe del crédito 
utilizado, sino también sobre las cantidades destinadas al pago de costes relacionados 
con este, como las primas de seguros.

El litigio principal se originó en Polonia tras la demanda de un consumidor que solici-
taba el reembolso de su préstamo sin intereses ni gastos, debido a que la entidad ban-
caria había calculado el tipo de interés contractual sobre una base que incluía el coste de 
una prima; ante lo que el órgano jurisdiccional polaco decidió plantear una petición de 
decisión prejudicial para esclarecer si esta práctica comercial resultaba compatible con 
las exigencias del Derecho de la Unión.

Al resolver la cuestión, el Tribunal de Justicia aclara que ambos conceptos normativos 
son mutuamente excluyentes, por lo que el importe total del crédito no puede englobar 
ninguna suma dirigida a satisfacer compromisos accesorios asumidos para la obtención 
del préstamo. Así, la sentencia subraya que el tipo deudor debe recaer únicamente sobre 
el capital puesto de forma efectiva a disposición del consumidor y del cual este puede 
disponer libremente, lo que excluye las cantidades retenidas de antemano por el presta-
mista para cubrir gastos del crédito.

En definitiva, aunque los bancos están habilitados para repercutir estos costes de otras 
maneras —como elevando de forma proporcional el interés— la prohibición de su acumu-
lación directa en la base imponible busca garantizar la transparencia del mercado interior 
y permitir la correcta comparación de la TAE.
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Sentencia del Tribunal de Justicia 
de 30 de abril de 2026 (asunto 
C‑133/24, CD Tondela y otros)

Las normas relativas a la prohibición de acuerdos que tengan por objeto o efecto impe-
dir, restringir o falsear la competencia en el mercado interior (artículo 101 TFUE) se inter-
pretan en el sentido de que no se oponen de manera automática a la adopción de un 
acuerdo de no captación de futbolistas suscrito por los clubes de una liga profesional.

La controversia que trae causa del presente fallo jurisprudencial surge tras la decisión 
de la Liga Portuguesa de Fútbol Profesional y sus clubes de no fichar a jugadores que 
hubieran resuelto unilateralmente sus contratos laborales debido a la crisis sanitaria de la 
COVID-19, ante lo que la autoridad de competencia lusa calificó esta conducta como una 
restricción de la competencia por el objeto, decisión que fue recurrida por las entidades.

Al conocer de la cuestión prejudicial, el Tribunal de Justicia subraya que, para deter-
minar si un acuerdo presenta un grado de nocividad suficiente, el órgano jurisdiccional 
nacional debe examinar pormenorizadamente su contenido, su contexto económico y 
los fines perseguidos. La sentencia destaca que el contexto excepcional de la pandemia 
alteró de forma esencial el funcionamiento del sector deportivo, por lo que estas circuns-
tancias específicas no pueden ser ignoradas al evaluar la supuesta ilicitud del acuerdo de 
coordinación de mercado.

Asimismo, el Tribunal constata que la medida perseguía un fin legítimo y complemen-
tario: garantizar la estabilidad de las plantillas y preservar la integridad de la competición. 
Por consiguiente, el Derecho de la Unión permite este tipo de compromisos siempre que 
se demuestre que las perturbaciones del mercado justifican la alteración de la competen-
cia, y corresponde en exclusiva al tribunal nacional realizar un juicio de proporcionalidad 
en el que verifique de forma estricta la idoneidad, la necesidad y la adecuación de la 
medida.
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